




RESUMEN
El presente Trabajo Fin de Grado tendrá por objeto de estudio el artículo 325 del Código penal español como eje central de la criminalización de las conductas lesivas del medio ambiente o el entorno natural.
Comenzaremos analizando el concepto y la evolución de los delitos tipificados penalmente en España, en concreto las reformas que ha experimentado durante los últimos años y la influencia que ha tenido la Unión Europea en estas reformas penales, todo esto principalmente para tener una primera visión general del panorama medio ambiental español.
Seguidamente, profundizaremos un poco más en estos delitos, dividiéndolos en tres partes, primero los delitos contra los recursos naturales (arts. 325, 326, 326 bis), 327, 328, 329, 330 y 331 CP), analizando cada uno de ellos y en lo que ha afectado a cada uno la reforma propiciada por la LO 1/2015. Posteriormente analizaremos un poco más brevemente los delitos contra la flora, fauna y animales domésticos, debido a que también son delitos medioambientales pero tipificados aparte de los anteriores. Y por último las Disposiciones Generales (arts. 338, 339 y 340 CP) relativas a todos los delitos anteriores.
Por último, y como tema principal del Trabajo, analizaremos técnica y jurídicamente el artículo 325 del Código Penal español,  como ha afectado la reforma a este artículo, el tipo objetivo y subjetivo, la enumeración de las distintas acciones contaminantes que engloba así como el panorama en España de las diferentes acciones nombradas, la penalidad de estas conductas y el subtipo agravado o tipo hiperagravado del art. 325.2 in fine.
Palabras clave: Delito, Medio Ambiente, Reforma, Recursos Naturales, Contaminación.

ABSTRACT
This Final Degree Project will be to study article 325 of the Spanish Penal Code as the central axis of criminalization of conduct harmful to the environment or the natural environment.
We will start by analyzing the concept and evolution of criminal offenses criminalized in Spain, in particular the reforms that it has undergone during the last years and the influence that the European Union has had in these criminal reforms, all mainly to have a first overview of the Environmental background Spanish.
Then, we will delve a little more into these crimes, dividing them into three parts, first crimes against natural resources (arts 325, 326, 326 bis), 327, 328, 329, 330 and 331 CP), analyzing each one of them And in what has affected each one the reform promoted by LO 1/2015. Later we will analyze a little more briefly the crimes against flora, fauna and domestic animals, because they are also environmental crimes but classified apart from the previous ones. And lastly, the General Provisions (articles 338, 339 and 340 CP) relating to all previous crimes.
Lastly, and as the main theme of the Work, we will analyze technical and legal article 325 of the Spanish Penal Code, as has affected the reform to this article, the objective and subjective type, enumeration of the various polluting actions that encompasses and the panorama In Spain of the different named actions, the penalty of these behaviors and the aggravated subtype or hiperagravado type of art. 325.2 in fine.
Key words: Crime, Environment, Reform, Natural Resources, Pollution.
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El art. 325 del Código Penal como eje central de la criminalización de las conductas lesivas del medio ambiente o el entorno natural.
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1. INTRODUCCIÓN.
En este Trabajo Fin de Grado he querido hacer un estudio sobre la problemática del artículo 325 del Código Penal como eje central de la criminalización de las conductas lesivas del medio ambiente o el entorno natural. Además creo que este tema es de gran importancia tras la reforma de este artículo por la LO 1/2015, de 30 de Marzo, ya que se produce una nueva regulación donde se incluyen una serie de conductas contaminantes y se crea su apartado segundo que establece una referencia al equilibrio de los sistemas naturales y la salud de las personas. 
Ciertamente también es un tema de actualidad, la Fiscalía General del Estado, en su informe anual de 2015 (aún no se ha publicado el informe correspondiente al 2016), sobre Medio Ambiente y Urbanismo, establece que en el año 2015 se han incoado un total de 2.232 Diligencias de Investigación, de las cuales 397 corresponden a delitos contra el medio ambiente. Además, en este mismo año 2015 las estadísticas provinciales refieren un total de 5.332 Procedimientos Judiciales, de los que 534 corresponden al medio ambiente.
Por lo tanto, los objetivos de este trabajo serán:
· Establecer la evolución y el concepto de los delitos medioambientales en España.
· Hacer referencia a la influencia de la Unión Europea en este tipo de delitos.
· Comentar la reforma llevada a cabo por la LO 1/2015, de 30 de marzo.
· Estructurar sistemáticamente la tutela penal de los delitos contra los recursos naturales y medioambientales dentro del Código penal español.
· Describir la estructura del artículo 325 del Código Penal.
· Distinguir las distintas acciones contaminantes que se plantean en el artículo 325 del Código penal.
En cuanto a la metodología de este trabajo será de un análisis bibliográfico y jurisprudencial entorno al artículo 325 del Código penal.
Por último, en lo que respecta a la estructura, estará dividido en cinco apartados. En el primer apartado definiremos el concepto de Medio Ambiente como forma introductoria y estableceremos la evolución de los delitos medioambientales en España y la influencia Europea en ellos. Posteriormente estudiaremos de forma breve los distintos tipos de delitos medioambientales tipificados en el Código Penal Español, que son los delitos contra los recursos naturales, relativos a la protección de la flora, fauna y animales domésticos y una serie de disposiciones comunes relativas a los artículos anteriores.
En el segundo apartado profundizaremos más en la materia de este trabajo, es decir, en el artículo 325 CP y estudiaremos cómo ha influido la reforma de la LO 1/2015 en este artículo y después detallaremos todo lo que respecta a este artículo tanto su tipo básico del primer apartado como su tipo agravado del segundo.
Finalmente, comentaré una serie de conclusiones personales sobre este trabajo.

2. LOS DELITOS MEDIOAMBIENTALES.
2.1. Concepto de Medio Ambiente. Evolución de los delitos medioambientales en España.
En primer lugar debemos desarrollar el concepto de medio ambiente para posteriormente poder hablar de los delitos relacionados con él, en cuanto que sea objeto del Derecho.
Hay diferentes doctrinas sobre el concepto de medio ambiente, por ejemplo Martin Mateo[footnoteRef:1] establece que “el medio ambiente incluiría aquellos elementos naturales de titularidad común y de características dinámicas, en definitiva, el agua y el aire, vehículos básicos de transmisión, soporte y factores esenciales para la existencia del hombre sobre la tierra”. Por lo tanto este tipo de doctrina reduce el medio ambiente al entorno natural, es decir, al aire, agua, ruido y vegetación. [1:  MATEO MARTIN, 2011, p.86.] 

Por el contrario, otros autores como Moreno Trujillo[footnoteRef:2] dice que “el medio ambiente será el conjunto equilibrado de componentes naturales que conforman una determinada zona en un determinado momento, que representa el sustrato físico de la actividad de todo ser vivo, y es susceptible de modificación por la acción humana”. Esta es una doctrina más amplia. [2:  TRUJILLO MORENO, 2013, pp. 35 y ss.] 

A parte de estas doctrinas, de acuerdo con el artículo 325 del Código Penal nos da una definición del medio ambiente y nos dice que “el medio ambiente incluirá la atmósfera, el suelo, el subsuelo y las aguas terrestres, marítimas o subterráneas”.
También la STC 102/1995, de 26 de junio, establece que “el medio ambiente no puede reducirse a la mera suma o yuxtaposición de los recursos naturales y su base física, sino que es el entramado complejo de las relaciones de todos esos elementos que, por sí mismos, tienen existencia propia y anterior, pero cuya interconexión les dota de un significado trascendente, más allá del individual de cada uno (...) ha sido configurado, desde una perspectiva netamente jurídica, como la asociación de elementos cuyas relaciones mutuas determinan el ámbito y las condiciones de vida, reales o ideales de las personas y de las sociedades”
Por lo tanto, mi conclusión es que no debemos decantarnos ni por un concepto demasiado amplio ni demasiado reducido, creo que debemos quedarnos con el concepto que nos da el propio Ministerio de Medio Ambiente de España, el cual establece que “El medio ambiente es el compendio de valores naturales, sociales y culturales existentes en un lugar y un momento determinado, que influyen en la vida material y psicológica del hombre y en el futuro de generaciones venideras”[footnoteRef:3] [3:  Varios Autores. Medio Ambiente en España. Centro de publicaciones del Ministerio de Medio Ambiente, 2001; PÉREZ VAQUERO, 2010, http://noticias.juridicas.com/conocimiento/articulos-doctrinales/4583-diez-claves-para-entender-el-derecho-del-medio-ambiente-/] 


Una vez aclarado el concepto de medio ambiente, nos remitimos al origen de los delitos medio ambientales, tenemos que considerar que se produce un antes y un después en la etapa llamada la Revolución Industrial. Antes de esta etapa era incomprensible que se hablara de este tipo de delitos puesto que el medio ambiente no era considerado como un bien jurídico protegido debido también a que la capacidad lesiva de las acciones del hombre al medio ambiente resultaba ser insignificante.
“Fue a partir de la Revolución Industrial cuando debido al desarrollo tecnológico, y paralelamente un aumento de la población, hizo que se consumieran más recursos ecológicos y con ello convertir ya al medio ambiente en uno de los bienes jurídicos más protegidos” según Schuneman[footnoteRef:4]. [4:  SCHUNEMANN, 2012, p. 578.] 

Sin embargo la preocupación por el medio ambiente y los recursos ecológicos no se produce hasta la actualidad, como bien dice Muñoz Conde “La preocupación por el medio ambiente y por el equilibrio de las condiciones ecológicas es un fenómeno típico de nuestro tiempo, ya que el desequilibrio ecológico es una de las peores consecuencias de la <civilización industrial>”[footnoteRef:5]. [5:  MUÑOZ CONDE, 2015, p. 497.] 

Me parece muy adecuado citar aquí unas palabras de André Berger, “La tierra tendrá que esperar 50.000 años para que el sistema climático olvide que hemos existido en los siglos XX y XXI haciendo ese experimento incontrolado de inyectar a la atmósfera grandes cantidades de dióxido de carbono”[footnoteRef:6]. [6:  BERGER, 2002,  p. 35.] 

La mala calidad de vida en las grandes ciudades, la desaparición continua de especies animales y vegetales, el aumento de enfermedades, etc., es debido mayormente al continuo deterioro medioambiental y el cual ha hecho que los Países reaccionen poniendo límites penales y obteniendo mejores resultados que la vía administrativa.
En España esta preocupación o concienciación por el medioambiente constituye un rasgo característico de la época actual de la mano con el proceso de desarrollo económico, llegado tardíamente, con una deficiente planificación y con el claro predominio de la lógica de la explotación privada del territorio, ha convertido la mayor parte de los recursos naturales en objetos del provecho individual, más que en factores de bienestar colectivo. Esto ha producido muchas consecuencias, como por ejemplo la irracional explotación del suelo y con ello la destrucción de la flora y fauna, la desertización de antiguas zonas de bosque, o el sacrificio de algunos de nuestros paisajes naturales y urbanos más característicos. Además de todo esto, la industrialización ha producido en muchas ciudades españolas un grado de contaminación al que se produce en algunas ciudades europeas[footnoteRef:7]. [7:  PÉREZ LUÑO, 1995, pp. 376 y ss.; IGLESIAS SKULJ, 2011, p. 55; ALZAGA, 1978, p. 69.] 

Esta situación se plasma en el art. 45 de la Constitución Española de 1978, el cual establece que “Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo”, también recogiendo la posibilidad de establecer sanciones penales o en su caso administrativas en su apartado tercero, “Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado”.
Como bien dice ALZAGA VILLAAMIL, si estudiamos apartado por apartado de este artículo 45 de la Constitución, en su primer apartado suscita una serie de cuestiones entre las que poseen especial interés las referidas a: fijar el alcance del medio ambiente objeto de la tutela constitucional; establecer el sentido de la inclusión del medio ambiente en el sistema constitucional de los Derechos fundamentales; y examinar su relevancia jurídico-positiva.
I. La expresión “medio ambiente” es de difícil concreción, puede hablarse de un medio ambiente natural o abierto integrado por la biosfera, el aire, el agua y el suelo, que constituyen el supuesto de la vida, y por los ecosistemas producto de la interacción entre los seres vivos y el medio. Además puede hablarse también de los ambientes cerrados, es decir, los construidos por el hombre desde los orígenes[footnoteRef:8]. [8:  LEONE, 1980, pp. 38 y ss.; PEREZ LUÑO, 1996, p.251; ORTEGA, 2002, p.1638.] 

II. La inclusión del Medio Ambiente dentro del estatuto de los derechos fundamentales se justifica por la importante incidencia del ambiente en la existencia humana, trascendente para su desarrollo y posibilidad[footnoteRef:9]. [9:  PEREZ LUÑO, 1996, p. 251] 

III. Este artículo 45.1 forma parte de los derechos y deberes fundamentales, del Título I de la Constitución, en concreto va referido a los principios rectores de la política social y económica. Estos principios informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos, como bien establece el art. 53.3 de la Constitución[footnoteRef:10].  [10:  GARCÍA DE ENTERRÍA, 1980, p. 118;  PEREZ LUÑO, 1996, p.256] 

En cuanto al apartado segundo, traza un cuadro sumario de las principales cuestiones relacionadas con la política del medio ambiente, en concreto a: la titularidad de competencias, el objeto, las técnicas operativas y la finalidad perseguida con su regulación, es decir la organización de la política medio ambiental:
a) La Constitución atribuye la titularidad de las competencias en materia medio ambiental a los poderes públicos in genere.
b) Respecto al objeto o bien jurídico protegido, este apartado segundo se refiere a “todos los recursos naturales”, lo que deja en mano al legislador regular los distintos aspectos ambientales.
c) Respecto a las técnicas operativas de los poderes públicos para la consecución de los objetivos medioambientales, es posible derivar de la Constitución las siguientes funciones: preventiva, restauradora y promocional.
d) Por lo tanto y dicho esto, las técnicas operativas de los poderes públicos se hallan dirigidas a un fin, proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente[footnoteRef:11]. [11:  PEREZ LUÑO, 1996, pp. 260-269.] 

Y por último, su apartado tercero contiene una referencia expresa a los tipos de sanción penal o administrativa y a la exigencia, en todo caso, de reparación de daños para todas las conductas atentatorias a la calidad de vida o lesivas del medio ambiente. Si bien remite la ley la concreción del alcance del aparato sancionador[footnoteRef:12] [12:  ALZAGA VILLAAMIL, 1996, p. 270.] 

Como consecuencia, se introdujo en el Código Penal el art. 347 bis en el año 1983 donde ya se tipificaban los delitos medioambientales y se ampliaba su alcance y penas. Este artículo fue el primer “delito ecológico” del Código Penal. Con este artículo se desataron toda suerte de críticas arguyendo que se trataba de una norma de contenido excesivamente general y de contorno poco preciso, que ese contenido estaba exclusivamente limitado a las conductas de emisiones y vertidos, quedando fuera de él otras conductas atentatorias contra el medio ambiente de indudable trascendencia, etc[footnoteRef:13]. [13:  PÉREZ DE GREGORIO CAPELLA, 1999, pp. 36 y ss.] 

A consecuencia de la evolución de los tiempos y la clara percepción del aumento y agravación de la problemática ambiental llevó de nuevo al legislador a plantearse la necesidad de tratar la materia de una manera más extensa y detallada. Estos delitos contra los recursos naturales y el medioambiente han sufrido diferentes modificaciones. Actualmente, el Código Penal, en el Capítulo III del Título XVI, regula los llamados delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente, artículos 325 a 331. También en el Capítulo IV, de los delitos relativos a la protección de la flora, la fauna y animales domésticos. La L.O. 5/2010, de 23 de diciembre, ha modificado el contenido de alguno de esos artículos al incorporar a la legislación penal española los supuestos previstos en la Directiva 2008/99/CE de 19 de noviembre, relativa a la protección del medio ambiente a través del Derecho Penal. 
Estas reformas han sido introducidas principalmente debido, tal y como expresa la Exposición de motivos de la Ley Orgánica 5/2010, “a la necesidad de acoger elementos de armonización normativa de la Unión Europea en este ámbito”[footnoteRef:14]. [14:  DE MIGUEL, 2011, p. 88.] 


2.2. La influencia de la Unión Europea.
El medio ambiente es actualmente un área decisiva de la actividad legislativa, ejecutiva y jurisdiccional de la UE. El conjunto de la actividad comunitaria en esta materia ha sido determinante para orientar e impulsar la propia actividad medio ambiental.
Como una pequeña introducción, según Antonio Remiro Brotóns[footnoteRef:15] “El interés por el medio ambiente en el ámbito internacional es relativamente reciente, comenzó en 1972 con el informe dirigido al Club de Roma, esta fue la primera llamada de atención acerca de los efectos nocivos de las actuaciones humanas sobre el medio ambiente natural desde un punto de vista global” y sigue diciendo que “la internacionalización del problema medio ambiental aumentó a partir de este momento, así como la sensibilidad hacia las cuestiones ambientales, debido en buena parte a la constatación de que cualquier degradación ambiental de carácter local tiene una repercusión global”. [15:  REMIRO BROTÓNS; FERNANDEZ EGEA, 2009, p. 13.] 

Fue en 1987 con la aprobación de la Acta Única Europea (AUE), cuando se incluyó en el “Texto Originario” una serie de cláusulas que se referían a la protección del medio ambiente. Actualmente se encuentran recogidas en el Título XIX del Tratado de la Comunidad Europea, concretamente de los artículos 174 a 176, los cuales establecen los objetivos de dicha política medioambiental y los instrumentos para su desarrollo[footnoteRef:16]. [16:  SÁNCHEZ y  FABRA, 2016, p. 288.] 

Con esto, el medioambiente constituye una de las materias más detalladas en el ámbito europeo. Así se establece también en los artículos 11 y 191 a 193 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), “La Unión es competente para actuar en todos los ámbitos de la política de medio ambiente, como la contaminación del aire y el agua, la gestión de residuos y el cambio climático. Su ámbito de actuación se ve limitado por el principio de subsidiariedad y por el requisito de unanimidad en el Consejo en los ámbitos de asuntos fiscales, ordenación territorial, utilización del suelo, gestión cuantitativa de los recursos hídricos, elección de fuentes de energía y estructura del abastecimiento energético”[footnoteRef:17]. [17:  OHLIGER , 2017, http://www.europarl.europa.eu/atyourservice/es/displayFtu.html?ftuId=FTU_5.4.1.html; IGLESIAS SKULJ, 2011, p. 35. ] 

Conforme a esta base jurídica de los Tratados, las instituciones comunitarias, en ejercicio de las competencias cedidas por los Estados en el ámbito del medio ambiente han desarrollado un gran cúmulo normativo, en forma de reglamentos, directivas y decisiones, obligatorias y vinculantes.
La competencia de la Unión en el desarrollo de la política medio ambiental es una competencia compartida, regulado en el art. 4.2 del TFUE, por lo tanto no se excluye la posibilidad de que los estados continúen ejerciendo sus propias competencias nacionales en este ámbito. Lo que ocurre es que una vez que la Unión actúa sobre un determinado tema, la norma comunitaria ocupa el campo regulado desplazando a las normas nacionales existentes[footnoteRef:18].  [18:  SÁNCHEZ  y FABRA, 2016, p. 298.
] 

Dicho esto, a nivel nacional, como hemos establecido anteriormente, la Unión Europea actúa a través de un conjunto de Reglamentos y Directivas. Cabe destacar en política de medio ambiente la Directiva 2008/99/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de Noviembre de 2008 relativa a la protección del medioambiente mediante en el Derecho Penal, es la que establece en todos los Estados miembros un marco penal riguroso para las agresiones ambientales. Esta Directiva ha sido la principal causante del efecto reformador del Código Penal español.
Posteriormente en el año 2010 se reforma el Código Penal español como bien decíamos antes pero debido a la transposición de esta Directiva y de la Directiva 2009/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009.
Finalmente con la LO 1/2015, de 30 de marzo, se modifica también la LO 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, objeto, como bien dice la Exposición de motivos, de una completa revisión y actualización debido a la conciencia del transcurso del tiempo y las nuevas demandas sociales, las cuales evidencian la necesidad de llevar a cabo determinadas modificaciones de la norma penal.

2.3. Los delitos medioambientales en el Código penal español.
2.3.1. Los delitos contra los recursos naturales.
Como introducción a este tipo de delitos, tenemos que preguntarnos qué son o qué engloba el concepto de recursos naturales, son materias primas, materiales o componentes que se producen de forma natural en el ambiente. Esto significa que el ser humano no tiene injerencia en su aparición, formación o nacimiento. Sin duda la idea de recursos naturales es la idea rectora en la interpretación del precepto constitucional, quedando excluida una concepción bastante amplia que abarque todo ese otro elenco de condiciones integradoras del hábitat del ser humano de índole social, económica, cultural,etc[footnoteRef:19].
 [19:  SUAREZ-MIRA RODRIGUEZ, 2011, pp. 59 y ss; MATELLANES RODRÍGUEZ, 2012, pp. 41 y ss.] 

Este tipo de delito viene regulado primeramente por la Constitución Española de 1978, lo menciona en el artículo 45, en su segundo apartado, y establece que “Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medioambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva”.
Por su parte, el Código Penal dedica a este tipo de delitos un Capítulo dentro del Título XVI (De la protección penal del Medio Ambiente), el Capítulo III, titulado “De los delitos contra los recursos naturales y el Medio Ambiente”.
En este Capítulo, el medio ambiente aparece como un bien jurídico que protege la vida o la salud de las personas. Además se elevan a objeto de tutela penal factores como el agua, el aire o el suelo, la flora y la fauna, que son en realidad, los propios recursos naturales, que al protegerlos se protege directamente al individuo ya que el daño a cualquiera de ellos repercute a la las condiciones de su existencia[footnoteRef:20] [20:  MUÑOZ CONDE, 2015, pp. 497 y ss.; SERRANO TÁRRAGA, 2016, p. 519.] 

El Capítulo III, “De los delitos contra los recursos naturales y el Medio Ambiente”, consta de ocho artículos (del 325 al 331). Antes de pasar a analizar cada artículo, me parece interesante resumir en un esquema las principales modificaciones sufridas en estos artículos por la LO 1/2015 de 30 de marzo[footnoteRef:21]: [21:  GÓRRIZ ROYO, 2015, p. 1012. ] 

	Artículo Afectado
	Regulación en Vigor
	Cambio producido

	Art. 325 CP
	- Tipo atenuado (apdo.1º) y tipo básico (apdo. 2º) contra el medio ambiente.
	Pasa de una estructura basada en un solo párrafo, a dos apartados.

	Art. 326 CP
	- Delito de gestión ilegal y transporte de residuos (apdo. 1º)
- Delito relativo a traslados de residuos vinculados (apdo. 2º)
	Se desplaza de este precepto el conjunto de circunstancias agravantes específicas, para ubicar en él, dos de los delitos anteriormente situados en el anterior art. 328 CP, apartados 3 y 4.

	Art. 326 bis) CP
	- Delito de explotación de instalaciones donde se realice actividad peligrosa
	Se crea un nuevo artículo que ahora alberga el delito del anterior art. 328.2 CP

	Art. 327 CP
	-Circunstancias agravantes específicas
	Se reubican aquí las mismas agravantes específicas del anterior art. 326 CP, afectando así a los precedentes artículos

	Art. 328 CP
	- Responsabilidad penal de las personas jurídicas, con una modificación de las penas a imponer.
	Se vacía de contenido este precepto, al reubicarse los delitos allí introducidos por LO 5/2010, 22 de junio, en otros artículos precedentes; excepto el delito de depósito y vertederos tóxicos (anterior apdo. 1º art. 328 CP) y las cláusulas de los apartados 5º y 7º que quedan derogados.



· Art. 325 CP: Delito ecológico, podemos dividirlo en tres partes, por un lado el art. 325.1, que sería el tipo básico donde se describe la acción que causa o puede causar daños sustanciales a determinados recursos naturales. Por otro lado tenemos el artículo 325.2, éste apartado segundo trata sobre el tipo cualificado. Este artículo básicamente eleva la pena (prisión de dos a cinco años, multa de ocho a veinticuatro meses e inhabilitación especial para la profesión u oficio por tiempo de uno a tres años) si las conductas del apartado anterior pudieran perjudicar gravemente el equilibrio de los sistemas naturales. Y por último el  último inciso del artículo 325.2 que establece la agravante, este apartado surge “si el riesgo de grave perjuicio fuese para la salud de las personas[footnoteRef:22]. [22:  MARTINEZ-BUJÁN PÉREZ, 2015, p. 940; OLMEDO CARDENETE, 2015, p. 902; GÓRRIZ ROYO, 2015, p.1014. ] 


· Art. 326 CP: delito de traslado o tratamiento ilegal de residuos, como el artículo anterior lo podemos dividir en tres partes: por un lado un tipo básico, artículo 326.1, que castiga con las mismas penas previstas en el artículo 325.1. Para poder tipificar estas conductas o actividades será necesario que causen o puedan causar daños sustanciales a la calidad del aire, del suelo o de las aguas, o a animales o plantas, muerte o lesiones graves a personas, o puedan perjudicar gravemente el equilibrio de los sistemas naturales.
Además se dan dos tipos cualificados dentro del artículo 326.1, la primera es de difícil explicación, las penas previstas en este artículo se remiten a las del artículo anterior, el 325, en sus respectivos supuestos, por lo que aquí tendremos que deducir que con la gestión ilegal de residuos se crea un riesgo de grave perjuicio para los sistemas naturales y la pena a aplicar será, como hemos dicho, la del artículo anterior, en este caso la del segundo apartado del 325. 
Otra cualificación es la que se refiere a la causación o posibilidad de causación de “muerte o lesiones graves a personas” que se compara con el párrafo segundo del artículo 325.2 (si se hubiera creado un riesgo de grave perjuicio para la salud de las personas). Por lo tanto el ámbito de aplicación de esta cualificación es el mismo que el del artículo 325.2, segundo párrafo[footnoteRef:23]. [23:  MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p. 264; OLMEDO CARDENETE, 2015, p. 918; GÓRRIZ ROYO, 2015, p. 1027.] 


Y por último se da un tipo privilegiado, en el segundo apartado del artículo 326,  éste último aplicado de forma subsidiaria. Lo que se castiga en este segundo apartado es a la persona que traslade una cantidad no desdeñable de residuos, tanto si es uno como varios. Este apartado por lo tanto requiere que la conducta no sea subsumible en el primer apartado del 326, el cual será preferente  cuando tal traslado pueda causar daños a los recursos naturales o el medio ambiente[footnoteRef:24]. [24:  MUÑOZ CONDE, 2015, p. 504. ] 


· Art. 326 bis CP: Explotación de instalaciones en las que se realicen actividades peligrosas, o de almacenamiento o utilización de sustancias o preparados peligrosos. Este artículo es una novedad de la LO 1/2015, de 30 de marzo, que sustituye al antiguo artículo 328.2, establecido como cumplimiento de la Directiva 2008/99/CE, de 19 de diciembre. Se remite ahora la determinación de la pena a imponer lo establecido en el artículo 325 para los diversos supuestos en él contemplados, lo que supone un considerable endurecimiento del régimen sancionador[footnoteRef:25] [25:  MARQUÉS I BANQUÉ, 2015, p. 1460; GÓRRIZ ROYO, 2015, p. 1037; 
QUINTERO OLIVARES, 2016, p. 326. ] 

Se castiga a quienes contraviniendo dicha normativa extrapenal lleven a cabo explotaciones de instalaciones en las que se realice una actividad peligrosa o en las que se almacenen o utilicen sustancias o preparados peligrosos. Estos elementos típicos deben ser concretados atendiendo a la normativa comunitaria aplicable.

· Art. 327 CP: Agravaciones de los delitos anteriores. Este artículo 327 recoge otros tipos cualificados, a parte de los establecidos en los artículos anteriores. Con la reforma de la LO 1/2015, será aplicable no sólo al delito del artículo 325, como estaba establecido anteriormente, sino también a las conductas del artículo 326 y 326 bis.
Según este artículo, se impondrá la pena superior en grado, “sin perjuicio de las que puedan corresponder con arreglo a otros preceptos de este Código”, cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:
a) Que la industria o actividad funcione clandestinamente, sin haber obtenido la preceptiva autorización o aprobación administrativa de sus instalaciones.
b) Que se hayan desobedecido las órdenes expresas de la autoridad administrativa de corrección o suspensión de las actividades tipificadas en el artículo anterior.
c) Que se haya falseado u ocultado información sobre los aspectos ambientales de la misma.
d) Que se haya obstaculizado la actividad inspectora de la Administración.
e) Que se haya producido un riesgo de deterioro irreversible o catastrófico.
f) Que se produzca una extracción ilegal de aguas en período de restricciones[footnoteRef:26]. [26:  MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p. 267; GÓRRIZ ROYO, 2015, p.1049. ] 


· Art. 328 CP: Responsabilidad penal de las personas jurídicas. Es un artículo nuevo por la reforma de la LO 1/2015, afecta a la responsabilidad penal de las personas jurídicas. “Este artículo ahora comporta, en líneas generales, una atenuación de la responsabilidad penal de las personas jurídicas en Derecho penal del medio ambiente”[footnoteRef:27]. [27:  GÓRRIZ ROYO, 2015, p.1049. ] 

Como bien dice Morillas Cueva[footnoteRef:28], con el sistema de numerus clausus del art. 31 bis CP que, tras la Reforma de la LO 5/2010, ha introducido la responsabilidad penal de las personas jurídicas en España, el artículo 328 CP viene a señalar a los delitos contra el medio ambiente y los recursos naturales como uno de los ámbitos en los que puede exigirse tal responsabilidad a los entes corporativos, eso sí, que no sean de naturaleza pública (art. 31 bis, apartado quinto, CP). [28:  MORILLAS CUEVA, 2016, p. 1045. ] 


· Art. 329 CP: Prevaricación administrativa específica en el ámbito natural. Este artículo se basa principalmente en la responsabilidad penal de los funcionarios públicos. Fue reformado por la LO 5/2010, de 22 de junio. A diferencia con los artículos anteriores, la característica de éste es el sujeto activo, que en este caso tiene que ser la autoridad o funcionario público, por lo tanto estamos ante un delito especial propio. Además de ser autoridad o funcionario público, se tienen que dedicar a las conductas descritas en este artículo, como informar o conceder licencias que autoricen el funcionamiento de industrias o actividades contaminantes, o la de inspeccionar los aspectos ambientales de las mismas.
En su apartado segundo señala la responsabilidad de la autoridad o funcionario público que hayan actuado a través de un acuerdo colegiado, requiere que haya votado a favor de su concesión[footnoteRef:29]. [29:  MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p. 278; GOMEZ TOMILLO, 2011, p.1284; OLMEDO CARDENETE, 2015, pp. 932 y ss. ] 


· Art. 330 CP: Producción de daños en un espacio natural protegido. Este artículo establece que el delito tiene que consistir en un daño grave a los espacios naturales protegidos, lo que en la mayoría de los casos será necesaria una valoración judicial.
Además, como problema de este artículo, el art. 338 CP señala una cualificación para todos los delitos anteriores del Título en el que estamos trabajando. Contiene una pena superior en grado a la prevista en el delito de que se trate si la conducta “afecta” a algún espacio natural protegido. Esta será la diferencia con el artículo 330, mientras que uno establece que la conducta es de “dañar”, el otro la que establece es de “afectar”[footnoteRef:30]. [30:  MUÑOZ CONDE, 2015, p. 509; OLMEDO CARDENETE, 2015, pp. 932 y ss.; MANZANARES SAMANIEGO, 2016, p. 1129.] 


· Art. 331 CP: cláusula de imprudencia. Este artículo recoge la posibilidad de castigar con la pena inferior en grado a los delitos previstos en este Capítulo III, con el requisito de que se cometieran por imprudencia grave. Pero cabe decir que algunos artículos que ya hemos visto con anterioridad no quepa esta cláusula, como por son el artículo 327 (de las cualificaciones) y el 329 (prevaricación medioambiental)[footnoteRef:31]. [31:  OLMEDO CARDENETE, 2015, pp. 932 y ss.; GÓMEZ TOMILLO, 2011, p. 1292] 


2.3.2. Delitos relativos a la protección de la flora, fauna y animales domésticos.
Tal y como hemos hecho en el apartado anterior, vamos a definir primeramente el concepto de flora, fauna y animales domésticos. En cuanto a la flora podemos decir que es conjunto de plantas de una zona o de un periodo geológico determinado. Por fauna, se define como el conjunto de todas las especies animales, generalmente con referencia a un lugar, clima, tipo, medio o periodo geológico concretos. Y por último animales domésticos, son pequeños o grandes animales que pueden llegar a ser domesticados por el hombre y, por tanto, convivir con ellos.
Una vez establecida la definición de cada uno, nos vamos a su regulación como delito, se encuentran dentro del Título XVI, en su Capítulo IV del Código Penal con nombre de "Los delitos relativos a la protección de la flora y fauna y animales domésticos", concretamente de los artículos 332 a 337 bis. A su vez podemos distinguir como tres partes dentro del mismo capítulo. Una primera en la que se contienen los delitos contra la flora (artículos 332 y 333 CP), una segunda en que se contienen los delitos contra la fauna (artículo 334 a 336 CP) y una tercera constituida por el artículo 337 y el artículos 337 bis CP que regula el delito de maltrato de animales domésticos así como su abandono.
Aunque estén en otro Capítulo fuera de los Delitos relativos a la protección de los recursos naturales y el medio ambiente, cabe decir que, como los anteriores, tienen también como bien jurídico común al medio ambiente, aunque en este caso referido, claro está, a la flora y fauna. Más difícil  resulta explicar el bien jurídico protegido de los delitos relativos al maltrato o abandono de animales domésticos, pueden ser en este caso muchos como por ejemplo la sensibilidad animal, la vida o la salud de los animales, etc., aunque lo que está claro es que protegen a los animales domésticos o no del maltrato o de su abandono[footnoteRef:32].  [32:   MUÑOZ CONDE, 2015, p. 511. ] 

En estos delitos también la LO 1/2015, de 30 de marzo, ha introducido diversas novedades que se centran en el delito contra la flora (art. 332 CP), en los delitos de caza y pesca ilegal, y en la introducción de preceptos destinados a la tutela de los animales domésticos, amansados, domesticados y otros.
La nueva redacción del artículo 332 se administrativiza el bien jurídico protegido debido a una estructura insegura más aproximada a la tutela administrativa. La modificación más importante es la supresión del resultado de grave perjuicio para el medio ambiente, que se sustituye por una ambigua cláusula de atipicidad. Esto mismo pasa con el artículo 334 y 335..[footnoteRef:33]  [33:  OLMEDO CARDENETE, 2015, p. 937; MATALLÍN EVANGELIO, 2015, p. 1054.] 

2.3.3. Disposiciones comunes
Las disposiciones comunes se encuentran recogidas en el Capítulo V, en concreto los artículos 338 a 340 y prevén una serie de disposiciones comunes aplicadas a los delitos comprendidos en el Capítulo IV y a todo el Título XVI, incluyendo en él los delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente del Capítulo III.
- Art. 338: 
Este artículo trata sobre la cualificación por afectación a un espacio natural protegido. No debemos seguir sin establecer el significado de “espacio natural protegido”,  lo encontramos recogido en la Ley 42/2007[footnoteRef:34] que los define como “aquellos espacios del territorio nacional, incluidas las aguas continentales, y las aguas marítimas bajo soberanía o jurisdicción nacional, incluidas la zona económica exclusiva y la plataforma continental, que cumplan al menos uno de los requisitos siguientes y sean declarados como tales: a) contener sistemas o elementos naturales representativos, singulares, frágiles, amenazados o de especial interés ecológico, científico, paisajístico, geológico o educativo y b) estar dedicados especialmente a la protección y el mantenimiento de la diversidad biológica. En función de los bienes y valores a proteger, y de los objetivos de gestión a cumplir, los espacios naturales protegidos, ya sean terrestres o marinos, se clasifican, al menos, en alguna de las siguientes categorías: parques, reservas naturales, áreas marinas protegidas, monumentos naturales y paisajes protegidos”. [34:  Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. BOE núm.299, de 14/12/2007.] 

Para esta cualificación se ha de constatar que el sujeto activo conocía, aunque fuera de forma eventual, el carácter de espacio natural protegido del lugar afectado con su conducta; en caso contrario no daría lugar a la modalidad imprudente, no podrá ser tenida en consideración ni tampoco el error de tipo. 
Este artículo está pensado para cualificar los tipos delictivos del Título XVI. La agravante necesita “anudarse” a una conducta originariamente delictiva. Este anudamiento se dará sin problema alguno con los delitos relativos a la flora y fauna y los del artículo 325 CP.
El problema de este artículo es su parecido con el artículo 330 (delito de daño a elemento de espacio natural protegido) y podemos decir que la diferencia es que el delito del artículo 330 ha de haberse dañado gravemente el espacio natural protegido y concretamente alguno de los elementos que hayan servido para calificarlo como tal[footnoteRef:35]. [35:  SOUTO GARCÍA, 2011, p. 462;  MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p. 331; MARQUÉS I BANQUÉ, 2016, p. 1465. ] 

- Art. 339: 
Este artículo establece la restauración del equilibrio biológico perturbado, fue modificado por la LO 5/2010, de 22 de junio, que lo convierte en obligatorio. Además este artículo establece la obligación de restaurar el equilibrio biológico y la adopción de medidas cautelares necesarias para la protección de los bienes tutelados[footnoteRef:36]. [36:  MUÑOZ CONDE / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p. 332; SOUTO GARCÍA, 2011, p.464.] 

Por lo tanto, este artículo faculta al juez para fijar una medida cautelar, en el sentido procesal del término, lo que supone adelantar la reparación del daño aunque no hubiese todavía una condena penal. Según Ceres Montes, “tras la reforma operada por la LO 5/2010, sólo se ha visto modificado este artículo en donde, por fin, nuestro legislador ha dado el paso de instaurar claramente en el ámbito penal el conocido principio de “quien contamina paga”[footnoteRef:37]. [37:  CERES MONTES, 2015,  p. 237. ] 

- Art. 340: 
Este artículo es el tipo privilegiado por la reparación voluntaria del daño, se aplica la pena inferior en grado a la prevista por el delito cometido cuando el culpable haya procedido voluntariamente a reparar el daño causado.
Prevé una norma relativa al arrepentimiento activo del autor, basado en la línea de reparación, análoga a la que existe en otros tipos delictivos. Para Ceres Montes este artículo engloba las consecuencias de la reparación voluntaria del daño causado por el culpable de cualquiera de los hechos recogidos en el Título XVI, pues se impondrá la pena inferior en grado de las previstas respectivamente.

3. EL ART. 325 CP. EL DELITO ECOLÓGICO.
3.1. Nueva redacción del delito ecológico (reforma 2015)
Este artículo es el sustituto del antiguo artículo 347 bis, que fue el primer artículo contra el medio ambiente introducido en el Código penal por la LO 8/1983, de 25 de junio. Por tanto, la redacción actual del 325 es introducida por la LO 1/2015, de 30 de marzo.
Sin duda, la novedad más llamativa de la reforma es el tipo básico del artículo 325 CP ya que éste se articula como un delito de resultado, y no meramente de peligro, reduce el objeto de las actividades contaminantes a un riesgo o perjuicio efectivo de la calidad del sustrato afectado. Lo que subsiste de la redacción anterior, aunque como subtipos agravado e hiperagravado, el daño o peligro para el equilibrio de los sistemas naturales o el riesgo para la salud de las personas[footnoteRef:38]. [38:  OLMEDO CARDENETE, 2015, pp. 767 y ss.; MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p. 242. ] 

Esta nueva regulación ofrece soluciones que fueron planteadas desde su aprobación en 1995. Lo que aquí se cuestiona es que de verdad proporcione los instrumentos necesarios para dar respuesta a estos problemas medioambientales que actualmente nos amenazan.
Los cambios introducidos en el artículo 325 lo establecen como el tipo básico de los delitos medioambientales pero complejo de interpretar y aplicar en la práctica. Lo que algunos autores critican es la administrativización de este artículo, es decir, que cada vez se acerca más a las correspondientes infracciones administrativas, alejándose de las penales[footnoteRef:39]. [39:  GÓRRIZ ROYO, 2015, p. 1014. ] 

La reforma del Código penal de 2015 ha entendido que había determinadas agresiones “menores” contra el medio ambiente que no estaban tipificadas como delito y merecían tal consideración, por lo tanto con esta reforma se ha decidido penalizar de forma autónoma en el nuevo art. 325.1 las mismas modalidades de conducta que ya estaban incluidas en la redacción anterior del precepto, pero exigiendo que de ellas se derive un desvalor de resultado distinto y supuestamente de menor gravedad que el ahora contemplado en el segundo apartado[footnoteRef:40]. [40:  JERICÓ OJER, 2016, p. 13.] 

Así, castiga ahora las emisiones, vertidos, radiaciones, extracciones, excavaciones, etc., cuando la realización de tales comportamientos “por sí mismos o conjuntamente con otros, cause o pueda causar daños sustanciales a la calidad del aire, del suelo o de las aguas, o a animales o plantas”.
Ahora bien, la introducción de este nuevo tipo básico en el primer apartado del art. 325 ha provocado que lo que queda de la redacción anterior haya delegado a su apartado segundo pero con las modificaciones necesarias para adaptarlo a la nueva configuración del artículo.
El actual artículo 325.2 se divide en dos apartados, en el primer inciso recoge como tipo básico la realización de las mismas conductas del art. 325.1 pero cuando dichas conductas “por sí mismas o conjuntamente con otras, pudieran perjudicar gravemente el equilibrio de los sistemas naturales”. En el segundo inciso se contempla el tipo agravado por la creación de un “riesgo de grave perjuicio para la salud de las personas”[footnoteRef:41]. [41:  GÓRRIZ ROYO, 2015, p. 1022. ] 

Sin duda, la nueva redacción penal permitirá una mayor virtualidad práctica del precepto, sobretodo porque especialmente el cambio del objeto redundará en una menor complejidad de la comprobación del daño o del riesgo generado. La prueba del resultado material o del peligro producido se podrá obtener más fácilmente con un análisis quimico-biológico del sustrato afectado. Eso sí, a costa. De ir incorporando al ámbito punitivo conductas reservadas al ámbito extrapenal, evidencia de la administrativización anteriormente mencionada[footnoteRef:42]. [42:  OLMEDO CARDENETE, 2015, p. 768. ] 


3.2. Conducta típica y objeto material al que afecta la conducta.
La conducta típica se configura con dos acciones alternativas consistentes en provocar o realizar actos de contaminación. Según la STS 30 de diciembre de 2008, provocar es equivalente a originar, facilitar o promover, es decir, comprende el mantenimiento de emisiones o vertidos y esta es la diferencia con realizar. A su vez estas dos acciones pueden darse de forma directa o indirecta, directa realizando el acto contaminante, e indirecta facilitando los medios para que se produzca la contaminación[footnoteRef:43]. Así resulta, que la dicción utilizada en el precepto “provocare o realizare directa o indirectamente emisiones o vertidos” pretende abarcar toda acción humana que determine o un vertido o emisión contaminante de modo directo o indirecto”[footnoteRef:44]. [43:  SERRANO TÁRRAGA, 2016, p. 521.]  [44:  SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 105/99 de 27 de enero; SANCHEZ MELGAR, 2016, p. 2350.; LEFEBVE, 2016, p. 1451; MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p.242. ] 

Pero lo que es más relevante, el legislador incluye en el ámbito de la autoría del delito a “toda acción humana” que determine un vertido o emisión, con lo que al igual que en otros preceptos, se acaba por diluir la frontera entre la autoría y la participación delictiva (arts. 27 a 29 CP), con la consiguiente infracción del principio del hecho, de ofensividad y de culpabilidad. Todo ello agravado, además, por la circunstancia de que el comportamiento característico del sujeto activo podrá llevarse a cabo “directa o indirectamente”[footnoteRef:45]. [45:  OLMEDO CARDENETE, 2015, p. 909. ] 

En cuanto al objeto material del delito, es decir el lugar donde deben realizarse las acciones contaminantes, serán en la atmósfera, el suelo, el subsuelo, o las aguas terrestres, subterráneas o marítimas, incluido el alta mar, con incidencia incluso en los espacios transfronterizos, así como las captaciones de agua[footnoteRef:46]. Estas además deben de reunir los siguientes requisitos:  [46:  SERRANO TÁRRAGA, 2016, p.522. ] 

a) Contraviniendo las Leyes u otras disposiciones de carácter general protectoras del medio ambiente.
b) Que el acto de contaminación realizado causa o pueda causar daños sustanciales a la calidad del aire, del suelo o de las aguas, o a animales o plantas[footnoteRef:47]. [47:  MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p. 242; SERRANO TÁRRAGA, 2016, p.522.] 


3.3. El bien jurídico protegido.
La norma penal tiene una función protectora de bienes jurídicos. Para cumplir esta función protectora eleva a la categoría de delitos, por medio de su tipificación legal, aquellos comportamientos que más gravemente lesionan o ponen en peligro los bienes jurídicos protegidos. El bien jurídico, es por tanto, la clave que permite descubrir la naturaleza del tipo, dándole sentido y fundamento[footnoteRef:48]. [48:   MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p.125. ] 

El medio ambiente es un bien jurídico protegido o tutelado penalmente por la Constitución. Así, en el artículo 45 de la Constitución española de 1978 se dispone que deban establecerse “sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado” para quienes realicen conductas contra el medio ambiente.
Por lo tanto, la protección penal del medio ambiente se justifica por razones constitucionales, pero también porque el legislador da respuesta con ello a una acuciante demanda social: la necesidad de preservar eficazmente el equilibrio de los sistemas naturales[footnoteRef:49]. [49:  MARTINEZ- BUJÁN PÉREZ, 2015, p. 941. ] 

Constituye un bien jurídico digno de protección penal por la peligrosidad y gravedad de los ataques de que es objeto y susceptible de protección penal, a través de la técnica de los delitos de peligro.
El medio ambiente puede protegerse desde una concepción antropocéntrica, se protege el medio ambiente en relación con el hombre, se afecta a la vida o salud de las personas y su conservación es esencial para que se desarrolle la vida humana presente y futura. O bien, desde otra perspectiva, desde una concepción ecocéntrica, es decir, el medio ambiente debe protegerse asimismo, independientemente de la afectación llegue a producir en las personas. Junto a estas dos posturas existe otra intermedia, minoritaria, que considera que el medio ambiente es un bien jurídico autónomo, relevante por sí mismo: no se trata meramente de asegurar la eficacia de la intervención administrativa ni de sancionar la desobediencia del sujeto respecto a la normativa de protección ambiental, sino de proteger directa y primariamente el equilibrio de los sistemas naturales[footnoteRef:50]. [50:  OLMEDO CARDENETE, 2015, p. 900; SERRANO TÁRRAGA, 2016, p.520; PUENTE ABA, 2011 p. 237. ] 

En palabras de BACIGALUPO ZAPATER, “el bien jurídico protegido es el mantenimiento de las propiedades del suelo, el aire y el agua, así como de la fauna y la flora y las condiciones ambientales de desarrollo de estas especies, de tal forma que el sistema ecológico se mantenga con sus sistemas subordinados y no sufra alteraciones perjudiciales”[footnoteRef:51]. [51:  BACIGALUPO ZAPATER, 1980, pp. 191 y ss.] 

Ahora bien, el fundamento de la intervención penal debe residir en la idea de tutelar la vida y la salud de las personas, en virtud de lo cual el medio ambiente se protege, en principio, en la medida en que se halla al servicio del hombre. Por lo tanto cabría hablar de un medio ambiente propicio para la vida como bien jurídico penal[footnoteRef:52]. [52:  MARTINEZ-BUJÁN PÉREZ, 2015, p. 941.] 


3.4. Articulación como norma penal en blanco.
La vulneración de la normativa extrapenal se caracteriza por tener lugar a través de un sistema de accesoriedad de la norma, porque se requiere, como establece el artículo 325 CP, la “contravención de Leyes u otras disposiciones de carácter general protectoras del medio ambiente”; Aquí se incluyen Decretos, Órdenes y otras disposiciones de rango inferior a la ley, y pueden ser estatales, autonómicas o de la Unión Europea; no, en cambio, normas municipales porque la Administración Local carece de competencias en materia de medio ambiente[footnoteRef:53]. [53:  SERRANO TÁRRAGA, 2016, p.522. ; MARTINEZ-BUJÁN PÉREZ, 2015, p.946. ] 

Esta articulación como norma penal en blanco está relacionada con el objeto material al que afecta la conducta. Cabe decir que el Tribunal Constitucional exige que se cumplan una serie de requisitos para que se de esta norma penal en blanco y son:
a) Que el envío normativo sea expreso, es decir, que en se exprese claramente dónde se encuentra la normativa fuera del Código Penal en este caso.
b) Que esté justificado en razón del bien jurídico protegido por la norma penal;
c) Que el precepto, además de la pena, contenga el núcleo esencial de la prohibición y sea satisfecha la exigencia de certeza, o se dé la suficiente concreción para que la conducta que se califica como delictiva quede suficientemente precisada con el complemento indispensable de la norma a la que la Ley penal se remite.
Estos requisitos los establece el Tribunal Constitucional a través de una de sus sentencias, concretamente la STC 127/1990, de 5 de julio[footnoteRef:54]. [54:  OLMEDO CARDENETE, 2015, pp. 904 y ss.; SANCHEZ MELGAR, 2016, p. 2356. ] 

Como bien decimos, para que las conductas del artículo 325.1 tengan relevancia penal es necesaria la referencia a “leyes u otras disposiciones de carácter general protectoras del medio ambiente. Por lo tanto, se convierte en una norma penal en blanco. Es de tal importancia que si la conducta no está prohibida y prevista por la reglamentación administrativa, no tendrá aplicación el artículo 325.Aparte de esto, tenemos que tener en cuenta que la protección penal del medio ambiente debe limitarse, por el principio de intervención mínima, a los casos más graves de afección al medio ambiente, no debiendo elevarse a la categoría de delito cualquier contravención administrativa[footnoteRef:55]. [55:  MUÑOZ CONDE, 2015, p. 500. ] 

Las normas a las que el supuesto de hecho se remite están en función del objeto sobre el que recae la conducta contaminante (“la atmósfera, el suelo, el subsuelo o las aguas”) y, por lo tanto, es necesario analizar cuáles son las condiciones y límites aplicables al comportamiento de que se trate[footnoteRef:56]. [56:  OLMEDO CARDENETE, 2015, p. 904. ] 

· El suelo: Ley de Residuos (Ley 22/2011, de 29 de julio). Si estos son radiactivos, se aplica la Ley de Energía Nuclear (Ley 25/1964, de 29 de abril).
· El aire: Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la atmósfera y la Ley 1/2005, de 9 de marzo, que regula el régimen de comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero.
· Las aguas: Ley de Aguas (Real Decreto- Legislativo 1/2001, de 20 de julio) y el Reglamento de Dominio Público Hidráulico (Real Decreto 849/1986, de 11 de abril). En cuanto a las aguas marítimas está la Ley de Costas (Ley 22/1988, de 28 de julio) y su Reglamento (Real Decreto 876/2014, de 10 de octubre).
La existencia de una amplia y difusa regulación extrapenal (normas internacionales, disposiciones municipales, las competencias de las Comunidades Autónomas, etc.) genera en la práctica la posibilidad de desconocimiento de dicha normativa con las consiguientes consecuencias jurídicas[footnoteRef:57].  [57:  MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p. 248. ] 

Además, cabe preguntarse aquí una cuestión, que es la incidencia que puede tener una eventual modificación de la norma extrapenal en términos de irretroactividad de la ley penal. Como bien dice MARQUÉS I BANQUÉ, deberá acreditarse si el cambio producido en la norma extrapenal referida obedece a razones de cambio de valoración o de modificación de la realizad fáctica sobre la cual se proyecta dicha normativa. Si la modificación obedece a un cambio de valoración sobre una misma realidad fáctica que pone de manifiesto el error valorativo en la norma anterior, puede ser invocada de forma retroactiva como norma integradora de la ley penal en blanco. Por el contrario, si lo que ocurre es que la realidad fáctica ha variado y el cambio obedece al objeto de regulación, hay que entender que no cabe proyectar, aun en los supuestos de in dubio pro reo, la norma extrapenal a los efectos de integrar el tipo penal[footnoteRef:58].  [58:  MARQUÉS I BANQUÉ, 2016, p. 1260. ] 


3.5. Las distintas acciones contaminantes.
Las acciones típicas y los determinados objetos materiales son una novedad de la LO 1/2015. Tal y como establece la conducta del artículo 325, esta puede consistir en la realización o provocación directa o indirecta de vertidos, radiaciones, extracciones o excavaciones, aterramientos, ruidos, vibraciones, inyecciones, depósitos o captaciones de aguas. Lo que importa es el daño o el resultado que puedan causar para la calidad del aire, del suelo o de las aguas, así como a animales o plantas[footnoteRef:59]. [59:  MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p. 242. ; GÓRRIZ ROYO, 2015 p. 1017. ] 

Se trata de un conjunto cerrado, aunque impreciso, de hechos contaminantes, que en parte se superponen.
a) Emisiones y vertidos:
Aquí lo importante es que se cumpla la exigencia de peligrosidad potencial, que puede ocurrir porque se transforme o cambie al entrar en contacto con otras sustancias o agentes, o al mezclarse con otras o cambiar de estado.
El significado de “emisión” según la RAE, es “acción o efecto de emitir”, esto es, “arrojar, exhalar o echar hacia fuera algo”, es la emisión de gases, la liberación de sustancias gaseosas en el aire. Pero también se pueden incluir materias orgánicas e incluso sólidos. 
En lo que respecta a las emisiones de gases, creo que podemos hacer crítica a la situación actual de la emisión de CO2 en España, según la Agencia Europea de Medio Ambiente, España ha aumentado las emisiones a la atmósfera un 3,2 % , cosa que no ocurría antes de la crisis económica acaecida en el país. Pero hay un dato aún más preocupante, y es el uso del carbón, es el combustible fósil más contaminante y del que España sigue apostando. Mientras que en el resto del mundo ha caído la emisión de CO2 debida al carbón, en España se ha incrementado un 23.9 % más que el año pasado, un cifra sin duda para hacer crítica a la política medio ambiental actual[footnoteRef:60]. [60:   SEVILLANO, 2016, http://politica.elpais.com/politica/2016/08/13/actualidad/1471110971_790165.html] 

Por último, en el año 2015, el Tribunal Supremo condenó por primera vez a pena de cárcel a personas por emitir gases efecto invernadero, delito contra el medio ambiente por suponer un gran riesgo para el medio ambiente y las personas.

En cuanto a los vertidos, nos tendremos que desplazar a la Directiva Comunitaria 76/464 CE, en su artículo 1.2 b). Supone la introducción en las aguas de las sustancias peligrosas listadas en la Directiva y a lo que tenemos que relacionar con el significado de la RAE al verbo “verter”: derramar o vaciar líquidos o cosas menudas, como sal.
Cabe decir que la jurisprudencia condiciona la tipicidad a que se superen ampliamente los límites reglamentarios fijados, lo que dependerá no solo de la cantidad vertida sino también de su composición y de su toxicidad. Además el vertido tiene que suponer la realización de la conducta delictiva, es decir tiene que ser ilegal y que comporte un riesgo típico[footnoteRef:61]. [61:  OLMEDO CARDENETE, 2015, p. 911. ] 

Ahora bien, no todo residuo origina efectos nocivos sobre el medio ambiente, el concepto que nos interesa penalmente es el de vertido contaminante, es decir, aquella “actividad que, por su propia dinámica, ocasione la diseminación y esparcimiento de sustancias contaminante” así se establece en la Sentencia del Tribunal Supremo de 24 de mayo de 2003, generando efectos nocivos sobre el hombre o sobre el medio, ya sea directa o indirectamente. Por lo tanto, y haciendo referencia a la STS 17 de mayo de 2003,  “para configurar el delito basta un solo vertido o emisión de sustancias contaminantes si uno solo es capaz de producir el efecto típico exigido por la ley punitiva, integrado por el alto riesgo de causar un perjuicio grave para el equilibrio de los sistemas naturales”, aunque la regla general es que se produzcan por “la repetición acumulativa” de varias conductas que pese a ello dan lugar a “un delito único porque el tipo utiliza en plural una de las expresiones que lo configuran”, siendo incluible en lo que “la doctrina denomina delitos de acumulación”[footnoteRef:62]. [62:   RÁFOLS PÉREZ, 2004, pp. 215-216.] 



b) Radiaciones
Su significado viene asignado por la física, esto es, “la emisión, propagación y transferencia de energía en cualquier medio en forma de ondas electromagnéticas o partículas”.
El Código penal no precisa el tipo de radiación, ahora bien, en este apartado podemos clasificar dos tipos de radiaciones, las ionizantes y las no ionizantes. Las ionizantes tienen suficiente energía como para producir ionizaciones de los átomos del medio o materia que es irradiado. Van desde los rayos X hasta la radiación cósmica. Son por tanto las relativas a la energía nuclear. En este caso, se trataría de un delito de los artículos 341 a 344 CP (De los delitos relativos a la energía nuclear y a las radiaciones ionizantes)[footnoteRef:63]. [63:  MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p. 243.; OLMEDO CARDENETE, 2015, p. 911. ] 

Por lo tanto, las que tienen relevancia en este tipo penal son las energías NO ionizantes, es decir, las que no tienen la suficiente energía como para romper los enlaces que unen los átomos del medio que irradian (ondas de radio y TV, microondas, luz visible, etc.).
c) Excavaciones, aterramientos y extracciones
Estas suponen los movimientos de tierra o acumulaciones de la misma en la medida que puedan producir un resultado peligroso como por ejemplo un proceso erosivo o inundaciones[footnoteRef:64]. [64:  MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p. 243.] 

En cuanto al término excavar, significa quitar de una cosa sólida parte de su masa, haciendo un hoyo o una cavidad en ella. Normalmente va ligada a una extracción pero no necesariamente ya que  puede ocurrir que el hoyo o cavidad se abran sin sacar los materiales como ocurre por ejemplo con las perforaciones.
El segundo término, aterramientos, supone la incorporación o depósito de arenas, limo o tierras en el fondo del mar o de un lago por acarreo natural o voluntariamente. 
Y por último, las extracciones, el DRAE identifica el término extracción con la acción y el efecto de extraer, es decir, sacar o poner algo fuera de donde estaba, como se realiza en canteras y explotaciones mineras. En el ámbito de la química, la extracción es un procedimiento por el que separa alguna de las partes de que se componen los cuerpos.
d) Ruidos y vibraciones
Este hecho contaminante debemos explicarlo fuera del Código Penal, primeramente nos tendremos que ir a la Ley de Ruidos 37/2003 y su Real Decreto 1367/2007. Esta legislación estatal según la Ley sólo puede aplicarse a determinados emisores acústicos como son: las actividades comerciales, industriales o de servicios y sus instalaciones, carreteras, ferrocarriles, puertos o aeropuertos.
Además de esta Ley, podemos ir a la Directiva 2002/49 CE[footnoteRef:65], en esta se incluye entre las actividades que pueden provocarlos los transportes o las actividades industriales. [65:  Directiva 2002/49/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de junio de 2002, sobre evaluación y gestión del ruido ambiental.
] 

Por último, a parte de estas dos, también se dan una serie de disposiciones autonómicas e incluso ordenanzas municipales..
Por otra parte, en cuanto al requisito relativo al riesgo, suele considerarse como factor indicativo del mismo, la prolongación de los ruidos o vibraciones.
Sin duda este es el punto más controvertido debido a la gran cantidad de Sentencias dictadas por la llamada contaminación acústica, ésta en mayor parte producida por los bares o locales de ocio que están bajo viviendas o cercanas a ellas o por los transportes o sus infraestructuras. En la siguiente imagen podemos observar las principales quejas sobre la contaminación acústica:
[image: ][footnoteRef:66] [66:  Extraído de FERRAY, 2016, “Plan de acción contra el ruido” en La opinión de Málaga. (22/05/2016). http://www.laopiniondemalaga.es/malaga/2016/05/22/medio-ambiente-deja-punto-plan/851189.html] 

Como podemos observar, los bares, pubs o salas de música en esta gráfica tienen una importante diferencia con el resto ya que producen hasta el 35% del total de las quejas.
e) Depósitos e inyecciones
En cuanto a los depósitos, suponen la acción o efecto de depositar, esto es, de acumular sustancias, a las que se coloca en sitio determinado y por tiempo indefinido.
Las inyecciones, conllevan la introducción en un cuerpo o cavidad (suelo o subsuelo) de sustancias gaseosas, líquidos o fluidos. Por lo tanto son métodos para introducir a presión, mediante un instrumento, un fluido, un gas o un líquido contaminante[footnoteRef:67]. [67:  MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p. 244. ] 

f) Captaciones de aguas
Supone la acción de recoger una corriente de agua, cualquiera que sea la técnica empleada como desvíos irregulares de cauces naturales, o sacar agua de algún cauce natural o embalse artificial, hasta la desecación de los mismos. No tienen que ser necesariamente aguas subterráneas, pudiendo ser por lo tanto también superficiales. Por otra parte, el objeto no se limita a aguas aptas para el consumo humano[footnoteRef:68]. [68:  MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p. 244. ] 


3.6. Características de las conductas de resultado y figuras de peligro.
3.6.1. Tipo básico
Debido a la reforma se admite una conducta alternativa la materialización de un resultado lesivo cuando el artículo utiliza el verbo “cause”, aunque subsiste como comportamiento de peligro a través de la expresión “pueda causar daños”[footnoteRef:69]. Con esto se equipara en gravedad los casos de producción de resultados lesivos y los de mero peligro, además la causación del daño no es necesaria, basta la constatación del peligro. Por lo tanto, se trata de un delito de peligro hipotético en el que no es necesario demostrar la situación de peligro concreta sino que la conducta ha de llevar una aptitud lesiva que la identifique frente a las simples infracciones administrativas[footnoteRef:70]. [69:  OLMEDO CARDENETE, 2015, p. 908. ]  [70:  MUÑOZ CONDE, 2015 pp. 500 y ss.; SERRANO TÁRRAGA, 2016, p. 524. ] 

El único criterio legal para la distinción de que un comportamiento sea tipificado penalmente de aquellos que se castigan administrativamente radica en si el daño o peligro producido puede ser o no sustancial (concepto valorativo que deberá ser determinado por el juez en el caso concreto) y además que deba ser considerado como grave. Para establecer la gravedad de este artículo 325 habrá que estar a la medida en que son puestos en peligro, como por ejemplo la salud de las personas, el suelo, el aire, el agua, etc[footnoteRef:71]. [71:  OLMEDO CARDENETE, 2015, p. 907. ] 

En conclusión, para la valoración del carácter de peligro de este artículo se ha de tener en cuenta dos elementos esenciales, por un lado la probabilidad  por otro el carácter negativo de un eventual resultado. Según la STS 30 de diciembre de 2008, “la gravedad se deduce de ambos elementos lo que significa negar la tipicidad en los casos de resultados solo posibles o remotamente probables, así como de aquellos que, de llegar a producirse, afecten de manera insignificante al bien jurídico”.

3.6.2. Tipo agravado
En el primer párrafo del artículo 325.2, se impone una pena más elevada en el caso de que las conductas por sí mismas o conjuntamente con otras, puedan perjudicar gravemente el equilibrio de los sistemas naturales (casualmente este delito tiene la misma pena que el artículo 325 CP antes de la reforma de 2015). Puede deducirse que este delito es de peligro hipotético debido a que se le exige que la conducta “pueda” perjudicar gravemente el equilibrio de los sistemas naturales, por lo tanto la conducta tiene que ser apta e idónea para producir dicho perjuicio. Además este perjuicio ha de ser grave[footnoteRef:72]. [72:   GÓRRIZ ROYO, 2015, p. 1022; MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p. 252.] 

Creo que dicho esto debemos explicar algunas cuestiones relacionadas con este segundo apartado, en concreto el significado de “equilibrio de los sistemas naturales” o cuando menciona el legislador “por si mismas o conjuntamente”. En cuanto a lo primero, el equilibrio de los sistemas naturales, es el objeto puesto en peligro de la acción pero aparece definido de forma indeterminada, es decir es diferente al del apartado primero por lo que puede llegar a producir alguna confusión puesto que habría que comprobar no solo el daño sustancial contra un elemento natural, sino también la puesta en peligro grave del equilibrio de los sistemas naturales. En cuanto a la segunda cuestión, “por sí mismas o conjuntamente” es otro de los problemas prácticos de este apartado puesto que habrá que orientarla referencia a una conducta cometida “conjuntamente o con otras” a los casos en que las distintas conductas contaminantes procedan del mismo agente y contribuyan a verificar la misma puesta en peligro exigida en el delito del art. 325.2 CP[footnoteRef:73]. [73:  MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, pp. 252 y ss.; SERRANO TÁRRAGA, 2016, p. 530; GÓRRIZ ROYO, 2015, pp. 1024 y ss.] 

El art. 325.2 in fine es un subtipo agravado relativo a la afectación de la salud de las personas, hay que indicar que, como la redacción legal no se aparta en este punto de la naturaleza del peligro tipificado, debe entenderse que es igualmente de naturaleza hipotética y no de peligro abstracto o concreto[footnoteRef:74]. Lo veremos más adelante. [74:   OLMEDO CARDENETE, 2015, p. 907. ] 


3.7. Análisis del tipo subjetivo.
Las conductas del artículo 325 son punibles tanto si se realizan dolosamente como por imprudencia grave del artículo 331. En cuanto al dolo, lo más normal es que sea dolo directo de segundo grado o eventual, siendo improbable que se de un dolo directo de primer grado, ya que la conducta potencialmente lesiva al medio ambiente se comete con una finalidad distinta[footnoteRef:75]. [75:   MUÑOZ CONDE, 2015, pp. 500 y ss.; PUENTE ABA, 2011, p. 254.] 

Por lo tanto, en este delito deberá acreditarse bien la intención, bien la representación del riesgo y continuación en la actuación.
En definitiva, estas modalidades delictivas del artículo 325 se producen a través de un comportamiento idóneo para producir peligro para el bien jurídico protegido. Con esto podemos decir que el dolo es el conocimiento y voluntad de los elementos del tipo objetivo y por lo tanto será necesario acreditar tales aptitudes que desemboquen en la idoneidad de una actuación de riesgo para producir un peligro concreto[footnoteRef:76]. [76:  OLMEDO CARDENETE, 2015, p. 915. ] 


3.8. Penalidad.
En este apartado es conveniente separar los tres apartados que para mi juicio tiene el artículo 325 CP:
· Pena del tipo básico, art. 325.1 CP:
Será castigado con las penas de prisión de seis meses a dos años, multa de diez a catorce meses e inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de uno a dos años el que (…).
En el tipo básico, la vigente reforma de 2015 ha determinado una  reducción de la pena (en coherencia con la nueva estructura de la conducta del art. 325.1 CP) al castigar las conductas contaminantes de resultado y de peligro con “penas de prisión de seis a dos años, multa de diez a catorce meses e inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de uno a dos años”. Por lo tanto se reduce considerablemente el marco punitivo para las conductas contaminantes, como se puede mostrar, la máxima pena impuesta será de dos años y anteriormente a las reformas era de cinco años[footnoteRef:77]. [77:   MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015, p. 242; GÓRRIZ ROYO, 2015, p. 1014. ] 


· Pena del tipo agravado, art. 325.2 CP:
(…) se impondrá una pena de prisión de dos a cinco años, multa de ocho a veinticuatro meses e inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de uno a tres años.
En la reforma de 2015 no sólo se crea un nuevo tipo básico, anteriormente visto, sino que articula el segundo apartado como tipo agravado, con el mismo marco punitivo que el anterior artículo 325 CP ,en la pena de prisión, multa e inhabilitación especial. Y así, de acuerdo con el nuevo art. 325.2 CP”[footnoteRef:78]. [78:  OLMEDO CARDENETE, 2015, p. 916. ] 

· Pena del subtipo agravado o hiperagravado, artículo 325.2 in fine CP:
“(…) se impondrá la pena de prisión en su mitad superior, pudiéndose llegar hasta la superior en grado”
Si continuamos observando la reforma, en el último párrafo del artículo 325 CP, se da un subtipo agravado si la conducta afecta a la salud de las personas, y como novedad añade “pudiéndose llegar hasta la superior en grado”, es decir da la opción de que pueda observarse en este subtipo una hiperagravación, y deja en manos del juez esta opción tomando como referencia el daño causado o el tipo de materiales que ha usado el sujeto activo para cometer este delito.

3.9. Tipo hiperagravado: “riesgo de grave perjuicio para la salud de las personas”
En el segundo inciso del artículo 325.2 añade que si “se hubiera creado un riesgo de grave perjuicio para la salud de las personas, se impondrá la pena de prisión en su mitad superior, pudiéndose llegar hasta la superior en grado”, por lo tanto se da una hiperagravación en caso de que las actividades contaminantes afecten a las personas.
Podemos deducir que este subtipo agravado mantiene la misma estructura de protección penal frente a agresiones que no solo comporten una puesta en peligro de los sistemas naturales sino, también, un riesgo para la salud de las personas. Lo que ha introducido el legislador con la LO 1/2015 es un factor de agravación pues la previsión de que en los casos en los que se dé el grave perjuicio para la salud de las personas, puede llegar hasta la pena superior en grado. Esto puede condicionar por lo tanto un castigo más grave del dentro del mismo ilícito. Los casos en los que más se ha utilizado este precepto son fundamentalmente en casos de contaminación acústica en zonas habitadas. Interesante resulta la STS 152/2012, de 2 de marzo, que dice así: “cuando se trata de contaminaciones acústicas, tanto el Tribunal de Derechos Humanos como la jurisprudencia del Tribunal Constitucional ponen de manifiesto as graves consecuencias que la exposición prolongada a un nivel elevado de ruidos tiene sobre la salud de las personas, integridad física y moral […], resaltando que constituyen supuestos de especial gravedad cuando se trata de exposición continuada a unos niveles intensos de ruido”.
Además, también podemos citar el caso de la STS 373/2009, de 8 de abril, en la que se apreció esta cualificación por unos vertidos que habían llegado a agua destinada a consumo humano y contenían arsénico y estramonio, con lo que hacía gravemente nocivo su consumo para la salud de las personas[footnoteRef:79]. [79:  OLMEDO CARDENETE, 2015, p. 917; GÓRRIZ ROYO, 2015, p. 1026; MUÑOZ / LÓPEZ / GARCÍA, 2015 p. 254. MAESTRE DELGADO, 2016, p. 616.

] 





4. CONCLUSIONES.
Voy a establecer una serie de conclusiones personales en consonancia con los objetivos de este Trabajo:

· Establecer el concepto y la evolución de los delitos medioambientales en España.
(1) El concepto de medio ambiente es de difícil definición y en muchas ocasiones no fácilmente obtenible ya que son muchas las doctrinas que dan una definición diferente a este concepto. Y aquí se da una discusión entre las teorías jurídicas y científicas.
(2) La preocupación por el medio ambiente no se da hasta la actualidad, consecuencia de la época industrial y debido al interés de la sociedad cada vez más informada y volcada con estos problemas.
(3) La creciente sensibilización social respecto del medio ambiente ha dotado a éste de una importancia y relevancia que se ha visto reflejada en el Derecho a través de distintos ámbitos, internacional, comunitario europeo, estatal y autonómico.
(4) Es innegable que el desmedido y desmesurado aprovechamiento de los recursos naturales ha generado grandes desequilibrios ecológicos, el efecto invernadero, la degradación de los recursos hídricos y la deforestación, entre otros. Son daños a la naturaleza con efectos nocivos para la humanidad como por ejemplo la sequía que está experimentando el territorio, encareciendo al mismo tiempo la energía eléctrica al tener que hacer mayor uso del petróleo, convirtiéndose en un ciclo sumamente peligroso.
(5) En España es el artículo 45 de la Constitución de 1978 el que garantiza el derecho sobre el medio ambiente en España, y lo establece a través de la función preventiva, restauradora y promocional.
(6) La Constitución española recoge la preocupación por el medio ambiente y proclama el derecho de todos a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, y además añade que los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de vida y defender y restaurar el medio ambiente.

· Hacer referencia a la influencia de la Unión Europea en este tipo de delitos.
(7) Debido a la influencia de la Unión Europea en política medio ambiental, se han reformado las normativas nacionales respectivas, a través de Directivas y Reglamentos.
(8) La Unión Europea es la organización encargada de la protección del medio ambiente ante la falta de un organismo internacional especializado.
(9) Europa se enfrenta continuamente a crecientes desafíos ambientales, en los que serán necesarios unos cambios fundamentales en los sistemas de producción y consumo principalmente ya que estos dos son los principales problemas ambientales en la actualidad. Por lo tanto el bienestar de la población europea dependerá de unas medidas más eficaces en materia de política, conocimiento, inversión o innovación.

· Estructurar sistemáticamente la tutela penal de los delitos contra los recursos naturales y medioambientales dentro del Código penal español.
(10) Los delitos medioambientales en España se encuentran dentro del Título XVI, De la Protección Penal del Medio Ambiente y se dividen en dos grandes grupos, por un lado los delitos contra los recursos naturales y por otro lado los delitos contra la flora, fauna y animales domésticos. Además se establece una serie de disposiciones generales para estos tipos delictivos. 

· Comentar la reforma llevada a cabo por la LO 1/2015, de 30 de marzo
(11) La reforma del Código Penal llevada a cabo por la  LO 1/2015, de 30 de marzo, acompañada de la LO 2/2015, suponen la reforma más trascendental y amplia de las sufridas hasta la fecha. En concreto se han modificado 252 artículos y suprimidos otros 32 Esta además está provocando muchos debates tanto de juristas como de la sociedad en general debidos principalmente a su repercusión.
(12) Una de las reformas llevada a cabo por la LO 1/2015 ha sido sobre la protección del medio ambiente, esta incide con cambios importantes en la regulación de los delitos medioambientales, debido y como establece en la exposición de motivos, a la necesidad de adaptar el texto penal a la Directiva 2009/123/CE y se introduce sanciones para las infracciones e incorpora la Directiva 2008/99/CE de 19 de noviembre de 2008, esta última muy importante porque regula la protección del medio ambiente mediante el Derecho penal.
(13) Con la reforma se mejora sistemáticamente los delitos medioambientales y se dividen en tres bloques, por un lado el delito medio ambiental, por otro el tratamiento de residuos y por último la actividad industrial peligrosa. Además de los subtipos agravados comunes y la comisión de estos delitos cuando se trate de personas jurídicas.

· Describir la estructura del artículo 325 del Código Penal
(14) El artículo 325, debido a la reforma, se divide en dos apartados. El primero de ellos será el tipo básico, que establece la conducta contaminante contraviniendo las leyes medioambientales, en este se añade lo siguiente: “causen o puedan causar daños sustanciales a la calidad del aire, del suelo o a animales o plantas”. El segundo apartado se puede dividir a su vez en otros dos apartados, el primero que será el tipo agravado, cuando las conductas pudieran perjudicar gravemente el equilibrio de los sistemas naturales, y el segundo apartado, el 325.2 in fine, el cual establece el tipo cualificado de la conducta si se hubiera creado un riesgo de grave perjuicio para la salud de las personas.
(15) En cuanto a la conducta típica del delito ecológico del artículo 325 será por un lado “provocar” y por otro lado “realizar” y viene configurada por la realización una serie de comportamientos: emisiones, vertidos, radiaciones, extracciones, excavaciones y aterramientos, ruidos y vibraciones, inyecciones o depósitos o captaciones de aguas.
(16) El delito ecológico es un delito de resultado material (delito de lesión) debido a que los comportamientos que provocan la conducta delictiva deben realizarse en los elementos que conforman el ecosistema, los cuales son la atmósfera, el suelo, el subsuelo, aguas terrestres, subterráneas o marítimas, incluido el alta mar, este último con incidencia incluso en los espacios transfronterizos.
(17) El delito ecológico deberá además establecer una relación de causalidad entre el supuesto de que se trate y el resultado.
(18) El artículo 325 CP exige una conducta dolosa, en el que se debe incluir todos los componentes del tipo objetivo, es decir el conocimiento grave del riesgo causado por la conducta activa u omisiva.
(19) El delito se consuma desde el momento de la producción del riesgo, cabe por lo tanto el dolo eventual y la tentativa.
(20) Para una mayor comprensión de este artículo hay que estar a lo dispuesto en leyes extrapenales.
(21) El artículo 325 CP se articula como una norma penal en blanco, debido a la referencia a “leyes u otras disposiciones de carácter general protectoras del medio ambiente”.
(22) El articulado como norma penal en blanco provoca una serie de consecuencias jurídicas debido a que genera en la práctica la posibilidad de desconocimiento de la normativa extra penal.
(23) Debido a la problemática que engloba el artículo 325 como norma penal en blanco, pueden encontrarse supuestos de error de tipo los cuales excluyen el dolo.
(24) Otra problemática acarrea el bien jurídico protegido, que en este caso será el Medio Ambiente, pero lo que ocurre es que versan una serie de doctrinas sobre lo que ha de entenderse como “medio ambiente”, así pues por un lado se encuentra la concepción antropocéntrica (protege el medio ambiente en relación con el hombre), por otro lado está la concepción ecocéntrica (medio ambiente protegido por él mismo) y por último la que considera que el medio ambiente es un bien jurídico autónomo, intermedia de estas dos anteriores.
(25) La importancia del bien jurídico a tutelar determina que el principio de intervención mínima no deba actuar en el sentido de convertir al Derecho penal, en este ámbito, en un recurso accesorio y subsidiario respecto del administrativo. De hecho, la afirmación recogida en el tercer párrafo del art. 45 CE se orienta hacia la imposición de sanciones legales o, en su caso, administrativas, para los que violen el medio ambiente
(26) Los atentados ecológicos se producen, por regla general, por actos u omisiones repetidos, que la doctrina incluye en los denominados delitos de acumulación.
(27) Este delito ecológico recogido en el artículo 325 es un delito de peligro “hipotético” o “potencial”, la situación de peligro no es elemento del tipo, pero sí la idoneidad de la conducta ejecutada para producir tal peligro. Por lo tanto, no será suficiente el acto de contaminación, pues se exige un plus de lesividad consistente en la puesta en peligro de los sistemas naturales.
(28) La contaminación acústica es uno de los delitos más incurridos en España, al que se le considera como factor patógeno de forma indubitada, y al que en la mayoría de las veces se le impone la cualificación del artículo 325.2 in fine de grave perjuicio para la salud de las personas.
(29) Con la reforma de 2015 se reducen las penas del primer apartado del artículo 325. Además esta reforma articula como subtipo agravado el resultado de peligro con la misma pena anterior. Pero en cambio, si la reacción punitiva afecta a la salud de las personas se impondrá la pena en su mitad superior, pudiéndose llegar hasta la pena superior en grado (Hiperagravación).
(30) Finalmente, en el art. 325.2 in fine, el legislador ha introducido con la reforma de 2015 un factor de agravación, pudiéndose llegar hasta la pena superior en grado en las conductas en las que se dé un grave perjuicio para la salud de las personas.
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